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En Santiago de Compostela, a cinco de mayo de dos mil
catorce.
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Con fecha 13 de enero de 2014 el Juzgado de
Instruccidén numero 3 de Santiago de Compostela dictd auto
en las Diligencias Previas numero 4069/2013 por el que se
acordaba rechazar la recusacidén de los peritos don Juan
Carlos Carballeira Rifén y don Jose Manuel Lamela Riveira
formulada por la representacién de la Asociacidn de
Perjudicados por el Accidente Ferroviario del Alvia
Santiago (APAFAS) vy por la representaciétn de Cristdbal
Rabadén y otros.

SEGUNDO. - La representacioén de la Asociaciédn de
Perjudicados ©por el Accidente Ferroviario del Alvia
Santiago (APAFAS) y la representacidén de Cristdébal Rabadan
y otros, formularon contra la anterior resolucidn recurso
de reforma vy subsidiario de apelacidén. E1 recurso de
reforma fue desestimado por auto de fecha 19 de febrero de
2014.



TERCERO.- Tramitado en forma el recurso subsidiario de
apelacidén, se formdé testimonio de particulares que se
remitié a esta Seccidédn 62 de la Audiencia Provincial,
incodndose el Rollo numero 192/2014, y tras el oportuno
trdmite se sefiald para deliberacidn y votacidn el dia 23 de
abril de 2014.

Siendo Ponente el/la Iltmo./a. Sr./Sra. D/Dofia. Maria del
Carmen Martelo Pérez.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
Se aceptan los de la resolucidn recurrida.

PRIMERO.- Frente al auto de fecha 13 de enero de 2014 - que
rechaza la recusacidédn de los peritos don Juan Carlos
Carballeira Rifén y don Jose Manuel Lamela Riveira
formulada ©por la representacién de APAFAS vy por la
representacién de Cristdbal Rabadédn y otros - plantearon,
la representacién de la Asociacidédn de Perjudicados por el
Accidente Ferroviario del Alvia Santiago (APAFAS) vy la
representacién de Cristdbal Rabadédn y otros, recursos de
reforma y subsidiarios de apelacidén, desestiméndose, por
auto de 19 de febrero de 2014, los recursos de reforma
interpuestos contra aquella resolucidn.

La representacién de APAFAS y la representacidédn de don
Cristdébal Rabaddn y otros, fundamentan su disconformidad

con el auto de 13 de enero de 2014 - que rechaza 1la
recusacién de los peritos don Juan Carlos Carballeira Rifdn
y don Jose Manuel Lamela Riveira - en las siguientes

alegaciones: Que lo que ha dado origen a la peticidén de
recusacién formulada por esta representacidén radica en 1o
que el propio juzgador establece en el auto de 10 de enero
de 2014 (fundamento Jjuridico cuarto) respecto a dque la
apariencia de imparcialidad puede verse empafiada por el
hecho de haber sido la Xunta la que ha designado a 1los
Sres. Carballeira y Lamela. Que la tragedia ocurrida el 24
de julio de 2013 ha de conllevar una clara y exhaustiva
determinacidén de la totalidad de causas que dieron lugar a
dicho accidente. Que de esa totalidad de causas, por parte
de Renfe y Adif han sido reducidas a tan solo una, como es
la de velocidad excesiva del tren al pasar por el punto
kilométrico 84,413, lugar en el que se produjo el
descarrilamiento. Que existen otras dque las empresas
publicas mencionadas no quieren ni tan siquiera valorar y
entre ellas se encuentran las concernientes a sefializacidn
y sistemas de seguridad en la circulacidén adoptados por el
administrador de infraestructuras ferroviarias en 1los
kilémetros previos al 1lugar en el que se produce el
accidente. Que las empresas publicas Adif vy Renfe han



emitido extensos informes y esas empresas publicas forman
parte de la Administracidédn Publica, manteniendo una
estrecha y significativa wvinculacién con la misma. Que
ante tal situacidén, no puede verse empafiada la prueba
pericial judicial que se vaya a practicar por intervenir en
la misma unos peritos que precisamente son designados por
la administracidén publica. Que los informes que emitan los
peritos cuya recusacién se formula se veradn méds due
seriamente comprometidos por los emitidos por las empresas
publicas que forman parte de la administracidn para la que
dichos peritos prestan su actividad laboral. La recurrente
pone en duda los especiales conocimientos técnicos de los
que gozan los Sres. Carballeira y Lamela, respecto del
primero, no les consta su experiencia profesional, y del
segundo expone que los cargos que ostentd estdn en intima
conexibén con la Administracidén Publica, generandole dudas,
por razdén de experiencia, los especiales conocimientos
técnicos que ostente en cuanto a seguridad en 1la
circulacién del ambito ferroviario. Que la causa de
recusacién que se alega es el interés indirecto en la causa
por parte de los peritos Sres. Carballeira vy Lamela,
funcionarios publicos, sin especiales conocimientos
técnicos en la materia sobre la que han de emitir su
pericia, y que han de emitirla en un procedimiento judicial
en el qgque existen intereses econdémicos para responsables
civiles en el procedimiento, como son las empresas
publicas, Adif y Renfe, respectivamente. Que el interés
directo o indirecto de los peritos nombrados resulta méas
que significativo y acreditado, y que en el presente caso
no se estéa hablando de vulneracidn de derechos
fundamentales del acusado sino de intereses econdémicos de
responsables civiles subsidiarios en colisidén frontal con
entidades publicas de las que forman parte dichos
responsables civiles, para las que prestan su actividad los
peritos Sres. Carballeira y Lamela.

SEGUNDO.- A tenor de 1lo expuesto, ambos recursos versan
sobre la recusacién de los peritos, Sr. Lamela vy Sr.
Carballeira, designados para la realizacién del informe
pericial a gque se refiere el auto de 6 de agosto de 2013,
invocando como causas de recusacidén que en dichos técnicos
concurre un interés al menos indirecto en la causa, dada su
vinculacidén con la Administracidén Autondbmica en cuanto
funcionarios de la misma, asi como en que los referidos
técnicos carecerian de especiales conocimientos técnicos en
la materia sobre la que han de emitir su pericia.

El recurso no puede prosperar, tanto porque los peritos

designados (funcionarios publicos) cuentan con las
titulaciones que se especifican en el auto de 6 de agosto
de 2013 (ingeniero industrial e ingeniero de caminos,

canales y puertos) como porque en su designacién se ha



seguido el ©procedimiento previsto al efecto, 1lo que
determina que, en esta causa, en el ejercicio del auxilio
judicial, actuen como peritos judiciales, con todo lo que
ello implica, vy con obligacidén de actuar de manera
imparcial, sin que aquella vinculacién laboral genere
interés personal que les inhabilite, ni constituya causa de
recusacién ni determine pérdidas de imparcialidad (conforme
a criterio Jjurisprudencial reiterado). Al respecto, como
razona la sentencia del T.S. n° 20/01, de 28 de marzo, "La
imparcialidad de los peritos judiciales informantes viene
determinada por su condicién de funcionarios puUblicos cuya
actuacién debe estar dirigida a "servir con objetividad los
intereses generales".

La cuestién planteada sobre la imparcialidad de 1los
peritos, cuando se trata de funcionarios publicos, ha sido
estudiada vy resuelta por el Tribunal Supremo, siendo
criterio Jjurisprudencial reiterado que la cualidad de
funcionario ©publico de quien actiia como perito no
constituye causa de recusacién ni determina pérdida de
imparcialidad (STS de 29 de mayo de 2009, STS num.
192/2006, 472/03, 2069/02, 20/2001, 1688/2000, 1368/99,
643/1999). En este sentido, indica la sentencia del STS n°
2069/02, de 5 de diciembre, que "(...) La vinculacidn
laboral de 1los funcionarios publicos con el Estado que
ejercita el "ius puniendi"™ o con un sector concreto de la
Administracidén publica que gestiona los intereses generales
afectados por la accidn delictiva concreta que se enjuicie
(sea la proteccidén de la naturaleza en un delito ambiental,
la sanitaria en un delito contra la salud publica o la
fiscal en un delito contra la Hacienda Publica) no genera,
en absoluto, interés personal en la causa ni inhabilita a
los funcionarios técnicos especializados para actuar como
peritos objetivos e imparciales a propuesta del Ministerio
Fiscal que promueve el interés publico tutelado por la ley.
De seguir el criterio de la parte recurrente hasta los
dictédmenes balisticos, grafoldégicos o dactiloscoépicos
deberian solicitarse por el Ministerio PUblico al sector
privado, dada la vinculacidén laboral de los peritos que
ordinariamente los emiten con el Ministerio del Interior
que promueve la investigacidén y persecucidén de los hechos
delictivos enjuiciados, y con el Estado que ejercita el
"ius puniendi"™ (STS 1688/2000, de 6 de noviembre)”.

Por Ultimo, como ya se indicaba en la resolucidédn de esta
seccidédn de fecha once de febrero de 2014, “ no existe -
por lo que cabe vislumbrar - en el proceso implicaciédn
penal o civil de la administracidén autondémica que permita
presumir o anticipar tal riesgo con el nombramiento de las
personas designadas en la resolucidn judicial, permitiendo
ademas la posibilidad legal de designacién de peritos por
las partes que las mismas puedan durante la instruccidn
ejercer su derecho a la aportacidén de datos técnicos o



cientificos relevantes para la investigacidén por peritos
distintos de los judicialmente designados, carentes éstos,
en todo caso, de capacidad vinculante o dirimente alguna”.
En definitiva, los motivos invocados por las partes
recurrentes no pueden prosperar, consta que los peritos
designados (funcionarios técnicos especializados) gozan de
la cualificacidén precisa para emitir el informe, sin que su
vinculacién laboral con la Administracién Autondémica les
inhabilite para actuar como peritos objetivos e imparciales
y sin que, por todo lo que se lleva sefialado, concurran las
dudas que plantean 1los recurrentes en torno a su
imparcialidad, sin que, por lo demds, en el caso gue nos
ocupa, las razones que se ofrecen por los recurrentes
permitan ni tan siquiera suponer que en la actuaciédn
pericial que ha sido encomendada a los referidos técnicos,
éstos puedan actuar de forma parcial, lo que 1lleva, sin
necesidad de mayor argumentacidén, a rechazar los recursos
planteados y confirmar la resolucidn recurrida.

TERCERO.- No existen motivos para imponer las costas a las
recurrentes pese a la desestimacidén de los recursos.

Por todo lo expuesto, vistos los preceptos legales citados,
sus concordantes y demds de general y pertinente aplicacidn

LA SALA ACUERDA: Desestimar los recursos de apelacién
interpuestos, por la representaciédn de APAFAS y por la
representacién de Cristdbal Rabadan y otros, contra el auto
dictado, en fecha 13 de enero de 2014, por el Juzgado de
Instruccidén numero 3 de Santiago de Compostela en las
Diligencias Previas numero 4069/2013, resolucidén frente a
la que interpusieron previos recursos de reforma que fueron
desestimados por auto de fecha 19 de febrero de 2014, vy, en
consecuencia, confirmamos dichas resoluciones, sin que
proceda la imposicidédn de las costas.

Contra este auto no cabe recurso en via ordinaria.
Notifiquese y pdbngase en conocimiento del Juzgado de
Instruccidén, remitiendo certificacidén de esta resoluciédn.
Asi por este nuestro auto lo acordamos, mandamos Yy
firmamos.




